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Prólogo


 El presente volumen forma parte de las conclusiones del seminario celebrado en la Universidad Europea (Madrid, España) en noviembre de 2019 bajo el título Análisis transversal del delito de genocidio setenta años después de su codificación internacional.

A pesar de que el siglo XX ha sido calificado como el siglo de los genocidios, el exterminio de grupos humanos es una de las características de la historia de la civilización humana. Episodios como la campaña de exterminio de los pobladores cananeos encabezada por Josué bajo la dirección de Yahweh, la devastación de la isla de Melos por la ciudad Estado de Atenas durante la Guerra del Peloponeso y la destrucción de Cartago a manos de la República de Roma, son ejemplos bien conocidos de exterminio de grupos humanos a manos de los principales exponentes de la cultura de Occidente. Esta sucesión de exterminios de grupos humanos —sufridos, entre otros muchos, por los miembros de la etnia Ixil en Guatemala, los integrantes de la Unión Patriótica en Colombia, la población urbana en la República de Kampuchea, los supervivientes de la masacre de Srebrenica en Bosnia-Herzegovina, la población de origen tutsi en Ruanda, los integrantes de los grupos Fur, Massalit y Zaghawa en Darfur (Sudán), o la minoría rohingya en Myammar—, que continúan produciéndose hasta nuestros días, ofrece sólidos argumentos a quienes conciben la historia como una sucesión de catástrofes, donde el mal-llamado carro triunfal del progreso deja a su paso una estela de víctimas sumidas en el despojo y el olvido mientras experimentan la desesperanza, el sinsentido y la oscuridad (Benjamin, 2005). Para estos autores el sufrimiento y sinsentido de las vidas de las víctimas se convierte en el objeto central de la justicia, que se dirige a reavivar, desde la reevaluación del pasado, la esperanza frente al olvido de quienes han sido condenados por la historia oficial de los vencedores (Benjamin, 2005). De esta manera, se busca promover que las víctimas se puedan reconstruir del daño sufrido (Adorno, 2006), superando con ello, si bien no olvidando (Levi, 2005), la propia condición de víctima en la que les ha colocado la historia (Berón Ospina, 2019).

Es en este contexto que el jurista polaco Raphael Lemkin, contemporáneo de Benjamin y también de origen judío, utiliza por primera vez el término genocidio, proveniente del griego genos (raza, tribu) y del latín caedere (matar), para describir el exterminio de la población armenia por el Imperio Otomano durante la I Guerra Mundial, en una ponencia presentada en un encuentro organizado por la Sociedad de las Naciones en Madrid en 1933. A pesar de la inicial falta de interés por esta nueva terminología y por las propuestas del propio Lemkin para incluir los actos de barbarismo (destrucción de grupos nacionales) y vandalismo (destrucción de bienes culturales) en el catálogo de crímenes internacionales junto con la piratería y la esclavitud, el exterminio sufrido durante la década siguiente por diversos grupos humanos (judíos, gitanos y homosexuales, por poner solo algunos ejemplos) a manos del régimen nacional socialista de Alemania, provocaron que, el de noviembre de 1946, las delegaciones de Cuba, India y Panamá presentaran ante el Secretario General de la recién creada Organización de las Naciones Unidas una propuesta para incluir en la agenda del primer periodo de sesiones de su Asamblea General la cuestión relativa a la prevención y sanción del genocidio, reconociendo que las conductas constitutivas de este delito niegan el derecho a la existencia de grupos humanos enteros y resultan en grandes pérdidas para la humanidad.

En el Preámbulo de la Convención para Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, que entró en vigor el 12 de enero de 1951 se recogen las tres razones principales que llevaron a su adopción: (a) la consideración del genocidio como un delito de derecho internacional contrario al espíritu y a los fines de las Naciones Unidas y que el mundo civilizado condena; (b) el reconocimiento de que en todos los períodos de la historia el genocidio ha infligido grandes pérdidas a la humanidad; y (c) el convencimiento de que para liberar a la humanidad de un flagelo tan odioso se necesita la cooperación internacional.

Sobre esta base la Convención aborda, en particular, las siguientes cuestiones:


	
(i)  La determinación del alcance de las obligaciones generales de los Estados Partes de prevenir la comisión de actos de genocidio, no incurrir en los mismos y castigarlos cuando se cometan en su territorio, incluyendo su deber de adoptar las medidas legislativas necesarias y establecer sanciones eficaces para asegurar la aplicación de la Convención (artículos I y V);

	
(ii)  La determinación de los actos constitutivos de genocidio, que incluyen las siguientes modalidades de comisión: la matanza de los miembros del grupo, la lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo, el sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física (total o parcial), la adopción de medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo, y el traslado forzoso de niños de un grupo a otro (de esta manera, a través de los elementos objetivos de su definición, se limita el genocidio a sus aspectos físicos y biológicos, excluyéndose el denominado genocidio cultural) (artículo II);

	
(iii)  La limitación de los grupos humanos protegidos a los grupos nacionales, étnicos, raciales y religiosos, excluyendo otro tipo de grupos como los políticos, sociales, económicos, lingüísticos, de género o por razón de orientación sexual (artículo II);

	
(iv)  La especificación de los actos preparatorios (asociación e instigación directa y pública), tentativa y formas de autoría y participación (comisión y complicidad) en los actos de genocidio que dan lugar a la responsabilidad internacional del individuo (artículo III);

	
(v)  La inclusión de los particulares (además de los miembros del gobierno y los funcionarios) como posibles sujetos activos del delito de genocidio (artículo IV);

	
(vi)  La determinación de los mecanismos jurisdiccionales para investigar y juzgar a quienes hayan podido incurrir en responsabilidad internacional del individuo por actos de genocidio (el Estado territorial o un tribunal internacional penal cuando sea establecido) (artículo VI);

	
(vii)  La determinación del alcance de las obligaciones de extradición de los Estados Partes (artículo VII);

	
(viii)  La facultad (pero no obligación) de los Estados Partes para poder acudir a los órganos competentes de la Organización de las Naciones Unidas con el fin de que, conforme a su Carta, adopte las medidas que considere apropiadas para la prevención y la represión de los actos de genocidio, o de cualquiera de los actos preparatorios, tentativa y formas de comisión y participación punibles (artículo VIII); y

	
(ix)  La determinación de los mecanismos de resolución de las controversias que surjan entre los Estados Partes como consecuencia de la interpretación, aplicación o ejecución de la Convención (remisión a la Corte Internacional de Justicia) (artículo IX).



Desde la entrada en vigor de la Convención hasta la actualidad, la gran mayoría de los Estados que forman parte de la sociedad internacional han incorporado el delito de genocidio en sus ordenamientos jurídicos internos, lo que se ha visto favorecido, por una parte, por la obligación de sus 150 Estados Partes de llevar a cabo dicha incorporación (artículo V) y, por otra parte, por la actuación del principio de complementariedad en relación con los 123 Estados Partes del Estatuto de la Corte Penal Internacional (cuya jurisdicción material se extiende al delito de genocidio).

Sin embargo, al margen de la cuestión relativa a las penas (que no aparece regulada en la Convención más allá de la genérica mención en su artículo V a las ‘sanciones penales eficaces’), existen importantes diferencias en las definiciones nacionales de genocidio, sobre todo en lo que se refiere a los grupos humanos protegidos, lo que se ha visto favorecido por su limitación en la Convención a los grupos nacionales, étnicos, raciales y religiosos, y por las dificultades para encontrar definiciones compartidas de los mismos (Maculan, 2019). Así mismo, las voces que se han hecho eco de la posición de Lemkin en relación con el genocidio cultural, reclamando su inclusión tanto en la definición internacional como en las definiciones nacionales de genocidio, no han hecho sino incrementar en las últimas décadas (De Prada, 2019). Lo mismo se puede afirmar, como Izquierdo y Ugalde (2019) señalan, en relación con otros grupos humanos que han sido víctimas en los últimos setenta años de delitos atroces, como los grupos políticos, sociales, económicos, lingüísticos y aquellos basados en el género, la orientación sexual y la discapacidad, entre otros.

En este contexto, el presente volumen contiene una serie de trabajos transversales de gran actualidad sobre la definición y aplicación del delito de genocidio. Así, Antonio Jesús Pinto establece los fundamentos conceptuales sobre los que se asientan varios de las contribuciones al analizar la Masacre de Perejil de 1937, como resultado de la rivalidad identitaria dominico-haitiana que durante los periodos colonial y republicano se forjó en la República Dominicana y Haití. Para desarrollar su trabajo, el autor, siguiendo a Drost, Chalk y Jonassohn, parte de una doble premisa. Por un lado, la consideración del genocidio como la destrucción física intencional de los seres humanos a causa de su pertenencia a una comunidad humana, y por otro lado la unilateralidad con la que quien lleva a cabo la violencia define al grupo objeto de la misma Sobre esta base, se analiza el caso concreto y se alerta sobre los peligros que se derivan del uso de la identidad y la nacionalidad para definir en sentido negativo aquello que no se es. En palabras del propio autor, cuando la identidad y la nacionalidad se usan no para definir qué soy, sino qué no soy, empleándose como arma arrojadiza contra «el otro», el desenlace solo puede ser dramático. Si además dicha identidad tiene un matiz racial, asociado a la civilización o la ausencia de ella, como sucedía en La Española, la violencia entre las partes en conflicto puede alcanzar, y de hecho alcanza, cotas de inhumanidad difícilmente superables.

La contribución de María del Ángel Iglesias presenta las principales aportaciones al concepto de genocidio realizadas por el Informe Suplementario de la Comisión para la Verdad y la Reconciliación de Canadá de 2019. En su análisis, la autora hace hincapié en la conclusión alcanzada por la Comisión en el sentido de que el Estado de Canadá incurrió en prácticas constitutivas de genocidio, debido, en gran medida, a la continuidad con las políticas coloniales, que, en lugar de ser abolidas, se mantuvieron hasta bien entrado el siglo XX, como se manifiesta en las escuelas residenciales y en los abusos sufridos por los niños y niñas que fueron separados de sus familias para ser enviados a las mismas.

Daniel Sansó Rubert analiza también la cuestión relativa al genocidio cometido contra poblaciones indígenas en el continente americano, si bien su estudio se lleva acabo desde una perspectiva distinta. De esta manera, el trabajo explora la posible relación entre los comportamientos constitutivos de genocidio y las dinámicas de violencia a las que los grupos del crimen transnacional organizado recurren de manera cotidiana en América Latina con el fin de garantizarse el control social en las áreas en las que operan, y evitar interferencias con las transacciones que realizan en mercados de bienes y servicios ilícitos, sobre todo en relación con la expoliación de los recursos naturales de los territorios ancestrales de las comunidades indígenas. Fruto de su análisis, el autor llega a la conclusión de que estos grupos, en su afán de enriquecimiento a través de la explotación ilegal de todo tipo de recursos naturales, así como el expolio de la fauna y flora, han pasado, no sólo a contribuir al incremento de la degradación medioambiental sin paragón, sino a suprimir todo obstáculo que pueda representar una amenaza a sus intereses. Determinación que sitúa a las comunidades indígenas en el corolario de víctimas de la criminalidad organizada.

En marcado contraste con los trabajos precedentes, Jacqueline Hellman aborda el controvertido artículo II de la Convención contra el Genocidio, que ha sido fuertemente cuestionado por una buena parte de la doctrina debido a su carácter restrictivo al requerir que los actos de violencia constitutivos de alguna de las modalidades de genocidio tengan que llevarse a cabo con el propósito de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso (elemento que presenta notables dificultades probatorias). Dejando para otro trabajo el análisis relativo a las razones existentes en 1948 para la limitación de la definición de genocidio a estos cuatro grupos protegidos (y si las mismas continúan o no justificando la restricción del genocidio a la violencia ejercida frente a los mismos), la autora centra su análisis en la cuestión relativa a la idoneidad jurídica de interpretar la denominada ‘intención genocida’ como conocimiento de la existencia del propósito de destruir al grupo protegido objeto de la violencia (sin que por tanto sea necesario compartir dicho propósito). El texto ofrece una respuesta negativa a esta pregunta y asume plenamente la controvertida posición del profesor Cassese, quien valora positivamente el artículo II de la Convención, al definir exhaustivamente los elementos que deben concurrir para la consumación del crimen internacional de genocidio. En opinión de la autora, esta posición no priva de aplicabilidad a la definición de genocidio en la actualidad, como se refleja en la violencia sufrida por la minoría Rohingya en Myanmar.

En conexión con esta última contribución, Soledad Torrecuadrada aborda el papel que ha desempeñado, y desempeña, la Corte Internacional de Justicia (CIJ) en relación con la determinación de la responsabilidad internacional del Estado por actos de genocidio. En su trabajo, la autora subraya que entre 1951 y 2020, la Corte sólo ha declarado la responsabilidad de un Estado (la ex República Federal Socialista de Yugoslavia) en relación con actos de genocidio, si bien, como la propia CIJ ha señalado, dicha responsabilidad no surgió de la comisión de este tipo de actos, sino de la omisión del Estado de su deber de prevenirlos y reprimirlos. Según se expone en el texto, existen varias razones que han dado lugar a esta situación, entre las que se destacan, las relativas a las limitaciones jurisdiccionales de la CIJ y las dificultades probatorias tanto en relación con el dolo especial como elemento constitutivo del genocidio, como de los criterios de atribución al Estado de los actos de genocidio. El trabajo finaliza con una reflexión sobre el impacto negativo de las aparentemente contradictorias decisiones de la CIJ y los tribunales internacionales penales sobre la calificación o no de ciertas situaciones como constitutivas de genocidio.

Finalmente, la contribución de Julio Guinea sobre el genocidio en Ruanda analiza la cuestión relativa a cómo, los países europeos, a pesar de tener la capacidad para actuar en Ruanda, decidieron no intervenir debido a la ausencia de un interés real por salvar vidas humanas en aquella región del planeta, al no tratarse de un área estratégica. El autor pone particular énfasis en subrayar que, si bien el estallido de violencia en Ruanda tuvo lugar a principios de abril de 1994, las primeras conclusiones del Consejo Europeo sobre la situación de crisis en Ruanda (en las que no hubo referencias al término ‘genocidio’) se alcanzaron únicamente durante su reunión de 24 y 25 de junio de 1994 en Corfú. Habría sin embargo que esperar hasta diciembre de 1994 para que en el Consejo Europeo de Essen, los líderes europeos acabaran mostrando su grave preocupación, por el empeoramiento de la situación de los refugiados en las fronteras con Ruanda y del riesgo de desestabilización regional que ello entraña[ba].

Dejando que sean los lectores quienes exploren el resto de interesantes contribuciones recogidas en el presente volumen, sólo me queda invitalos para que, con ese espíritu crítico que los caracteriza, se adentren en su contenido.

En Bogotá, a 17 de junio de 2020

Héctor Olasolo Alonso

Catedrático de Derecho Internacional, Universidad del Rosario (Colombia)

Presidente, Instituto Ibero-Americano de La Haya para la Paz, los Derechos Humanos y la Justicia Internacional, IIH (Países Bajos)






Introducción


 La presente obra es el resultado de un estudio conjunto llevado a cabo entre varios autores, que ofrece una mirada retrospectiva al delito de genocidio cuando se cumplen 70 años desde su codificación internacional. Fue, concretamente, el 9 de diciembre de 1948 —un día antes de la proclamación de la Declaración Universal de los Derechos Humanos— cuando se adoptó la Convención para la Prevención y Sanción del delito de genocidio. Es evidente que este acuerdo tuvo un profundo impacto en la comunidad internacional, máxime si tomamos en consideración lo que había sucedido en los años inmediatamente anteriores a su adopción. De hecho, fue precisamente la brutalidad de los actos cometidos durante la Segunda Guerra Mundial lo que propició la articulación de una estrategia muy concreta, que debía culminar con la elaboración de una herramienta jurídica capaz de prevenir y castigar ilícitos similares a los perpetrados durante la citada contienda bélica. Finalmente, el texto se adoptó en 1948 y debe apuntarse que el impacto de su contenido no se ciñe a ese momento tan particular, en el que una parte considerable de la comunidad internacional se encontraba especialmente interesada en motivar la adopción de un acuerdo como aquel.

Es innegable que la Convención ha ejercido una notable influencia en las décadas siguientes. Así se puede comprobar, por ejemplo, al leer con detenimiento el Estatuto de Roma, puesto que el precepto legal sexto, contenido en dicho documento, replica íntegramente el artículo segundo de la citada Convención. Esta norma es, sin duda, de gran importancia —y, asimismo, debemos indicar que no se encuentra exenta de cierta polémica— en la medida en que fue diseñada con la difícil tarea de determinar los elementos esenciales (objetivos y subjetivos) que componen el delito de genocidio.

En ese sentido, este trabajo gravita sobre la importancia normativa del referido tipo penal y los efectos que su codificación ha tenido en la sociedad. Para ello, los estudios realizados e incluidos en esta obra colectiva se abordan desde el punto de vista jurídico (tanto penal sustantivo como procesal y en el ámbito de las relaciones internacionales) antropológico, sociológico, psicológico, histórico y criminológico, con la idea de proporcionar un análisis transversal que permita obtener una visión amplia de su figura, su génesis, su evolución, su regulación positiva, su aplicación práctica con casos específicos seleccionados al efecto y, al mismo tiempo, realizar algunas reflexiones desde el punto de vista de su proyección en la sociedad globalizada. Para lograrlo se cuenta con un grupo de expertos en distintas áreas de conocimiento, que han abordado los temas de forma sintética para una correcta sistematización de la obra.

Lo anterior casa a la perfección con las palabras vertidas en su momento por Raphael Lemkin, jurista polaco tremendamente afectado por lo sucedido durante la Segunda Guerra Mundial, que no sólo acuñó el término genocidio, sino que instigó la adopción de la Convención de 1948. Éste, conviene recordar, dijo lo siguiente: «La Convención sobre Genocidio es un punto de encuentro para pensar y actuar. ¡Un punto de partida para una nueva conciencia! No solamente los juristas, sino también los representantes de otras disciplinas tienen mucho que aportar a este tema». Alineándonos, pues, con Lemkin hemos promovido la publicación de esta obra multidisciplinar, conforme a la cual se trata la cuestión relativa al genocidio desde distintos prismas con la idea de ahondar en el impacto desplegado por el texto de 1948. Un texto cuyo contenido está siendo actualmente objeto de examen por parte de la Corte Internacional de Justicia, como consecuencia de lo sucedido en Myanmar. Es de sobra conocido por todos que el mencionado país se ha dedicado a perseguir, en los últimos años, a un grupo musulmán minoritario conocido como los rohingya y, ante dicha situación, Gambia interpuso una demanda el pasado mes de noviembre al entender que los actos perpetrados por Myanmar encajan plenamente en el marco de aplicación de la Convención sobre genocidio de 1948. Habrá que estar muy pendientes del desarrollo de este proceso.

No obstante, sea cual sea el resultado de éste, de lo que no hay duda es de que, lamentablemente, su contenido sigue siendo de rabiosa actualidad. Y así se ha reflejado en los artículos que componen esta obra colectiva, cuyo denominador común refleja la idea de que la comunidad internacional dispone de una herramienta jurídica, con sus virtudes y limitaciones, diseñada con el propósito de subsumir crímenes de envergadura bajo su ámbito de aplicación. Así las cosas, debemos puntualizar que, en la Segunda Guerra Mundial, no contaban con la Convención. Ahora, sin embargo, sí contamos con ella. Y debemos hacerla valer. Parafraseando al filósofo alemán Karl Jaspers, creemos firmemente que debe existir una solidaridad entre hombres que nos haga ser corresponsables de toda la maldad e injusticia del mundo, especialmente respecto a los delitos cometidos en nuestra presencia o bajo nuestro conocimiento, de tal manera que, si no hacemos nada para impedirlo, todos somos culpables. Y, de algún modo, hemos querido hacer nuestra muy pequeña aportación por medio de esta publicación, dando a conocer el contenido de un instrumento jurídico profundamente valioso que, no debemos olvidar, fue adoptado en un momento particularmente convulso.

A estos efectos, debemos recalcar que la obra está dividida en cinco bloques. El primero, dedicado a aspectos generales desde el punto de vista antropológico, incluye un estudio sobre la relación entre antropología y genocidio en el contexto de las raíces coloniales.

El segundo bloque trata de ahondar en aspectos jurídicos concretos, tanto desde la perspectiva internacional como desde la perspectiva interna, analizando temas como los pronunciamientos de la Corte Internacional de Justicia sobre genocidio, el delito de genocidio 70 años después de su codificación internacional, análisis de los delitos de genocidio tras las últimas reformas penales en España y los límites a la libertad de expresión, en relación con el delito de negación de genocidio. Temas, todos ellos, de vital importancia para comprender el estado actual de la regulación jurídica del delito de genocidio, tras 70 años de su inclusión como tal en una norma jurídica internacional.

El tercer bloque trata de analizar una casuística ordenada cronológicamente, con temas como el genocidio en el Caribe, la masacre de Perejil y el «Camino especial» de La Española (1697-1937), el genocidio gitano en el Tribunal Militar Internacional de Núremberg y el proceso de Eichmann en Jerusalén, el Genocidio de Ruanda y la respuesta de la Unión Europea y, por último, los pueblos indígenas en Canadá, aspecto sobre el que se realiza un análisis jurídico desde la óptica del genocidio y un informe suplementario de la investigación nacional sobre mujeres y niñas autóctonas desparecidas y asesinadas.

También se analizan cuestiones concretas de actualidad relativas al delito de genocidio, con un estudio dedicado al lado oscuro de la democracia, que trata de relacionar la criminalidad organizada medioambiental con el genocidio y la complicidad estatal en América Latina.

Por último, se incluye un breve apartado con las reseñas curriculares de los autores, donde se relacionan los aspectos más relevantes de cada uno de ellos. Autores que, con sus aportaciones a esta obra, han contribuido brillantemente a esta apasionante materia que se encuentra necesitada de un desarrollo sistemático profundo para facilitar su estudio.

En resumen, con esta obra se pretende aproximar al lector a la multitud de problemas que sigue generando el delito de genocidio, no solo a nivel jurídico, también en el contexto de la realidad empírica, ya que se trata de una realidad criminológica que, hoy en día y tras 70 años de codificación internacional, sigue estando presente en la sociedad del mundo civilizado.

Los coordinadores








Capítulo I A la búsqueda de las raíces coloniales: Antropología y genocidio
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 1.  Una exposición crítica: Lemkin, la Convención de la ONU y las tipologías de genocidio

Casi parece un tópico en la literatura sobre genocidios comenzar por explicar el propio término, creado por el jurista polaco Raphael Lemkin para referirse a un nuevo tipo de crímenes colectivos que habían crecido, a su juicio, como una característica novedosa y extrema de la modernidad: los orígenes del neologismo; la persecución y extinción de los armenios iniciada por nacionalistas radicales turcos como precedente histórico de la destrucción nazi de las juderías europeas, consideradas como culturas en el sentido antropológico (Malinowski, 1944, Hilberg, 2005) y la aniquilación posterior de la mayor parte de los judíos europeos y de otros grupos étnicos, fundamentalmente Sinti y Roma; las campañas que Lemkin llevó a cabo en círculos jurídicos y políticos aliados para que fuese reconocido, condenado moralmente y perseguido el nuevo crimen; las controversias mantenidas frente a otros juristas, como, por ejemplo H. Lauterpacht, quien consideraba que el delito de crímenes contra la humanidad, al no fundamentarse en una categoría colectiva como el de genocidio, se adaptaba mejor a las legislaciones y jurisprudencia de las democracias liberales (Sands, 2016); y por fin la Convención de la ONU (UN,1948), que, tras numerosas discusiones, recoge la posición de Lemkin en su definición del crimen que se buscaba prevenir, forman la larga cadena histórica del reconocimiento del genocidio como un crimen específico.

A pesar de las críticas que se han hecho a los problemas de ambigüedad conceptual y jurídica que rodean al término, no se puede subestimar la importancia de la exposición que hiciera Lemkin en su libro Axis Rule in Occupied Europe (1944) de lo que estaba ocurriendo en los llamados países del Eje. Tal y como había hecho en las innumerables conferencias que había impartido en diversos auditorios, desde la llegada al poder de Hitler, Lemkin comienza por informar detalladamente de los pasos fundamentales que había utilizado la administración nazi para definir, expulsar y aniquilar a sus enemigos «raciales»: la ocupación de tierras y poblaciones en los países del este europeo, mediante conquista bélica, y la administración casi colonial de los territorios anexionados o conquistados; la organización y funciones de las distintas policías nazis; las leyes de Nuremberg y su aplicación en las zonas ocupadas; el funcionamiento de los tribunales; los cambios en el sistema de propiedad incluyendo negocios y finanzas; la aparición de nuevas formas de explotar el trabajo; el trato dado a los judíos y la destrucción de otros grupos étnicos, tanto en los territorios nacionales como en los ocupados (Power 2005:74-78).

Una vez descrito este proceso, Lemkin tituló el capítulo IX de su libro Genocidio porque, a su juicio, bajo este término se podía entender mejor el alcance de los nuevos modos de destrucción total de grupos humanos, surgidos en la Alemania Nacional Socialista.

Es cierto que muchos problemas que posteriormente se plantearán en diversas ciencias sociales provienen, por una parte, de la doble naturaleza jurídica y moral del neologismo, y, por otra, de que la descripción del crimen y las fases que acabamos de señalar se refieren al modelo de genocidio perpetrado por los nazis y analizado a partir de una corriente teórica que los historiadores alemanes denominan intencionalista (Mommsen, 1991).

Cuando el estudio de masacres y genocidios ocupó un lugar en la academia, distintos científicos sociales trataron este modelo como si fuese único y universal, pero se encontraron con tal diversidad de situaciones, de formas de ejercer el poder, de ideologías y de agentes que llevaban a cabo los genocidios bajo distintas formas institucionales que cuestionaron los presupuestos del modelo y se abrieron, como veremos muy pronto, a nuevas estrategias metodológicas y teóricas.

Sin embargo, reconocer críticamente las limitaciones del modelo, no debe llevarnos a minusvalorar la importancia de Lemkin: en primer lugar, porque puso nombre a un crimen que hasta entonces no tenía una denominación jurídica específica (Chalk and Jonassohn (1990), Hirsh (2003), Power (2005), Dirk Moses (2013), Moreno Feliu (2014), Sands (2016). Pero también porque, como ya hemos mencionado, sus tesis se difundirían en diversos círculos jurídicos que contribuirían a la elaboración de la Convención para la Prevención y Castigo del Delito de Genocidio, aprobada en la Asamblea General de la ONU en 1948 (para aplicarse a partir de 1951) que en su artículo segundo establece que el delito se aplica a «cualquiera de los siguientes actos cometidos con la intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal»:


	
a)  Dar muerte a miembros del grupo.

	
b)  Causar serio daño físico o mental a miembros del grupo.

	
c)  Someter al grupo, de forma deliberada, a condiciones de vida encaminadas a causar su destrucción física parcial o total.

	
d)  Imponer medidas dirigidas a impedir nacimientos en el grupo.

	
e)  Trasladar por la fuerza a niños del grupo a otro grupo.



Tras una lectura de la Convención, resulta evidente que genocidio se refiere a aquellos crímenes cometidos con la «intención» inequívoca de destruir a un grupo nacional, étnico, racial o religioso. Por tanto, se excluye de la categoría de víctimas a las resultantes de persecuciones similares a las que se refiere el término, pero que afectan a otros colectivos sociales, como pudieran ser, por ejemplo, grupos políticos, de clase, o de género.

Del mismo modo, si nos preguntamos quién puede llevar a cabo «un plan coordinado de diversas acciones, cuyo fin es destruir los fundamentos esenciales de la vida de los grupos nacionales con la intención de destruir a esos mismos grupos» (Lemkin, 1944), obtendremos una respuesta clara: a partir de Lemkin, genocidio ha sido interpretado —y perseguido— como un crimen cometido por el Estado y sus agentes contra minorías vulnerables casi siempre en el territorio estatal, pero también (en caso de invasiones o guerras) más allá de sus fronteras (Robins y Jones, 2009: 4). Existen variantes de esta proposición que atribuyen un papel predominante a ciertas élites que detentan el poder del aparato estatal y que perpetran el exterminio contra grupos minoritarios. En otras palabras, los verdugos ocupan estructuralmente las posiciones de poder que les permiten ejercer el control unilateral y sistemático de las agencias y de la legalidad estatal, lo que les posibilita a utilizar la capacidad burocrática, la movilización de recursos y disponer del personal especializado sin todo lo cual sería, si no imposible, muy difícil cometer este tipo de crímenes unidireccionales.

Volveremos sobre las relaciones entre genocidio y Estado, pero antes conviene detenerse en dos aspectos, profundamente interrelacionados del artículo segundo de la Convención que establece con toda nitidez que 1) el delito se comete contra grupos humanos específicos 2) con la intención de aniquilarlos. Estos dos aspectos son claves para entender muchas de las controversias posteriores suscitadas por la definición original de genocidio.

¿De dónde toma Lemkin la concepción de grupo y la de intención, que tantos problemas provocan en los investigadores sociales actuales? Es más fácil comenzar por la segunda parte de la pregunta. La intención como requisito específico tiene una amplia trayectoria en la jurisprudencia germana, por ejemplo, cuando se distingue homicidio de asesinato (Pendas, 2006). Fuera de este contexto, también podemos vincularla con algunas modalidades de la orientación teórica funcionalista, vigente en la sociología y en la antropología en los años treinta en los que Lemkin escribía. Concretamente, como ha mostrado brillantemente Dirk Moses (Bloxham y Dirk Moses, 2013: 24-30), con el tipo de funcionalismo formulado por el antropólogo, también polaco, Bronislaw Malinowski. Lemkin había mostrado en varios escritos su admiración por las investigaciones de algunos antropólogos como Sir James Frazer o Malinowski. De este último, en el zenit de su fama en los años 30 tras la popularidad alcanzada por sus etnografías sobre los isleños de las Trobriand, tomó Lemkin explícitamente su definición de cultura. Malinowski (1944), innovador como etnógrafo, pero no como teórico, mantenía una concepción de los grupos humanos que, a pesar del aura científica que aportaba el lenguaje funcionalista, implicaba una concepción intencional y teleológica de las instituciones, que surgía del esencialismo y homogeneidad interna con que caracterizaba a los grupos culturales. Conviene aclarar que estas posiciones sobre los grupos humanos o la teleología funcionalista desaparecieron de los paradigmas antropológicos o sociológicos en los años 50 y 60 del siglo pasado e incluso podemos argüir que otras corrientes de la antropología británica de aquellos años habían sustituido el modelo de Malinowski por el más fructífero funcional-estructuralismo.

A Lemkin le interesó de Malinowski uno de los aspectos de su «teoría científica de la cultura» más criticados por su argumentación circular: la idea de que satisfacer las necesidades biológicas básicas era un imperativo cultural que todo grupo debía cumplir para que el sistema funcionase como un todo, se correspondía con la de que la interacción de distintas instituciones, prácticas y creencias lograba que mediante la cultura el grupo tuviese cubiertas sus necesidades básicas, lo que a su vez explicaba la pervivencia y desarrollo de la cultura. Cuando por amenazas al sistema cultural, el grupo no lograba satisfacer los imperativos culturales, desaparecería como tal. En palabras del propio Lemkin, «si se socava violentamente la cultura de un grupo, el grupo mismo se desintegra» (Dirk Moses, 2013:25).

Este es el origen inmediato de la concepción social y cultural de grupo que Lemkin, como hemos visto, incorpora a la definición de genocidio. Pero, Lemkin no nos interesa solo como un jurista influido por el concepto de cultura de Malinowski, sino como el hombre de acción que logró que una de las instituciones surgidas tras la II Guerra Mundial recogiese su formulación de un nuevo crimen colectivo.

2.  El marco de las nuevas instituciones internacionales

Cuando tras el Tratado de Versalles se diseñó la Sociedad de Naciones, habían aflorado discrepancias incompatibles sobre el modo que el Derecho Internacional debería utilizar para reconocer los derechos y las intervenciones judiciales, si a partir de los individuos que sufrían su violación o como parte del derecho de los pueblos, es decir, colectivamente a partir de los grupos minoritarios perseguidos. Como sabemos, la Sociedad de Naciones basó sus principios en la segunda posición, es decir, en la búsqueda de la seguridad colectiva.

Esta antigua disputa desapareció de la arena académica y jurídica hasta los años 70 y 80 del siglo XX (Mazower, 2009) y por tanto no estuvo presente en los acuerdos internacionales pactados entre las naciones vencedoras de la II Guerra Mundial. Cuando está todavía no había terminado, Roosevelt, Churchill, Stalin y los representantes de otras naciones europeas mantuvieron complejas negociaciones para diseñar la división del mundo en distintas esferas de poder mediante la creación de nuevas instituciones políticas y económicas. Así europeos y norteamericanos, tras los acuerdos de Bretton Woods, impulsarían nuevos organismos de regulación económica, como el Banco Mundial, la Organización Internacional de Comercio y el Fondo Monetario Internacional. El área de influencia soviética crearía sus propias instituciones, mientras que gran parte del globo, hasta entonces bajo dominio colonial, comenzaría en la postguerra complejos procesos de independencia política y descolonización (Moyn, 2019).

También se proyectó una nueva institución política, que sustituyera a la desaparecida Sociedad de Naciones, la Organización de las Naciones Unidas que, tras definir el estatus dirigente que ocuparían las naciones hegemónicas, buscaría la incorporación del resto de Estados independientes o en proceso de serlo.

Una vez elaborada y aprobada su Carla, el primer gran proyecto de la ONU, la Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) de 1948, se mantenía fiel al nuevo ordenamiento acordado.

En los Derechos Humanos aprobados aparecen reflejados derechos civiles y políticos, pero no existe un reconocimiento explícito de los derechos sociales, culturales o económicos, que caracterizarían el llamado estado de bienestar (welfare state). Estos derechos imprescindibles para elaborar una auténtica Declaración quedarían al albur de los gobiernos nacionales, sin un aval internacional que los incorporara, aunque fuese de manera indirecta, a la Declaración de los Derechos Humanos (Moyn, 2019).

El historiador Mark Mazower (Mazower, 2009) mantiene en la monografía que dedica al análisis de los orígenes históricos e ideológicos de las Naciones Unidas que en las discusiones previas a su formación no se dieron las disputas que sí se habían dado al constituirse la Sociedad de Naciones sobre el carácter individual o colectivo de los distintos derechos reconocidos.

Sin embargo, al contrastar los principios esgrimidos en la DUDH y en la Convención sobre el Genocidio podemos observar que el planteamiento de la ONU ni fue lineal ni todos los círculos jurídicos ignoraron las discusiones de los años 30.

Puede que parezca contradictorio, pero la Asamblea de la ONU se inclinó en el caso de la DUDH por reconocer los derechos de los individuos, pero sin dotarlos de mecanismos que contasen con la capacidad de intervención ni con la creación de una jurisdicción internacional que vigilase su cumplimiento. Si sumamos la concepción individual de los derechos a la carencia de tribunales internacionales, podremos entender por qué la DUDH se convirtió en la práctica en una percepción moral, en una norma más parecida a las de buenos modales o a un código de conducta que a los artículos que en toda legislación se tienen que cumplir obligatoriamente.

En el caso de la Convención, la ONU utilizaría unos principios aparentemente opuestos a los de la DUDH: como hemos visto, tanto la concepción de Lemkin como la codificación de la Convención se basan en el carácter social, étnico y cultural de los grupos perseguidos.

La Convención también carecería de instituciones internacionales que sancionara su cumplimiento. No sería hasta que en 1998 se firmara el Estatuto de Roma y se pusiera en marcha el Tribunal Penal Internacional en 2002, cuando aparecen los primeros juicios por genocidio, ya que ni siquiera en los de Nuremberg aparecía este delito.

Este largo, tortuoso y oscuro camino se vería agravado por la ratificación desigual de ambos acuerdos por parte de los distintos países. Así como la Declaración de Derechos Humanos alcanzó el respaldo de todos los países miembros, no ocurrió lo mismo con la Convención sobre el Genocidio. Por ejemplo, los Estados Unidos no la ratificaría hasta 1986.

Tal y como estamos manteniendo aquí, académicos actuales, como, Mark Mazower (2019) o Samuel Moyn (2014, 2019), que han analizado críticamente el clima político inmediatamente posterior a la II Guerra Mundial, han señalado que tanto la Declaración como la Convención nacieron maniatadas al carecer las Naciones Unidas de mecanismos que permitiesen intervenir en los casos más dramáticos de violación de los Derechos Humanos, a menudo en contextos bélicos y genocidas. Según estos autores serían otros organismos, como la Convención Europea de Derechos Humanos quienes llevarían a cabo un seguimiento real de los Derechos reconocidos en la Declaración de la ONU. Por otra parte, desde los años setenta la magnitud de genocidios como el perpetrado por los Jémeres Rojos y los posteriores de la antigua Yugoeslavia o Ruanda cambiaría la sensibilidad y la pasividad con la que se contemplaban estos crímenes.

3.  Las tipologías del genocidio desde una perspectiva comparativa

Como estamos viendo, las disputas sobre la interpretación, validez y alcance de la definición de genocidio han sido frecuentes desde sus inicios. Quizás uno de los máximos inconvenientes de estudiar los casos a partir de la definición estática de Lemkin y de la ONU ha sido la necesidad de aclarar su alcance mediante la construcción de tipologías que diesen cuenta de las características estructurales de otros genocidios. En estas tipologías la primera cuestión que se suele dilucidar es histórica: ¿es el genocidio un crimen característico de las naciones estado modernas o contamos con ejemplos de la antigüedad? En general, la mayoría de los autores vinculan el genocidio a la existencia del estado-nación moderno y a sus prácticas políticas e ideológicas. En este sentido se suele considerar que el armenio sería el primer genocidio moderno, diferenciable de masacres de la antigüedad relacionadas con expansiones y conquistas bélicas de otro tipo. En realidad, el único ejemplo bien documentado de la antigüedad que, posiblemente, debiéramos considerar un genocidio es el relato que hace Tucídides en La Guerra del Peloponeso del exterminio de los habitantes de Melos.

La mayoría de las variables utilizadas por autores como Fein (1984) o Kuper (1981) se centran en considerar que en los genocidios están presentes los rasgos distintivos de las sociedades modernas como puedan ser el dominio político, la expansión económica, o la imposición de ciertas ideologías que llevarían a los grupos dominantes a destruir a los rebeldes/enemigos o a los grupos indígenas.

Leo Kuper (1981) ha comparado masacres históricas con genocidios modernos y ha llegado a la conclusión de que los procesos y los móviles en el pasado y en el presente son distintos. Así las masacres de la antigüedad estarían relacionadas con conflictos religiosos o étnicos; con la conquista bélica y la imposición a los vencidos del terror y de una ideología, a menudo religiosa, que acompaña la conquista. Mientras que en el presente los genocidios se deben a procesos relacionados con la transformación o creación de nuevas sociedades múltiples y complejas y con fenómenos de colonización y descolonización. Como bien señala Ternon (1995), es inútil hacer un inventario de genocidios porque, «las circunstancias que conducen al genocidio son tan importantes como el acto criminal en sí. Si las comparaciones se imponen alcanzarán una mayor significación después de un estudio en profundidad del fenómeno genocida que revelará su complejidad y contradicciones» (Ternon, 1995).

A menudo, la construcción de estas tipologías ha supuesto descuidar el análisis de los procesos políticos, socio-económicos y antropológicos concretos en los que se han producido. Pero, sí podemos agrupar las variaciones de los genocidios a partir de ciertos rasgos hegemónicos, que nos ayudan a mantener una perspectiva comparativa, aunque en la práctica podemos reconocer la presencia de elementos compartidos en los distintos tipos:

3.1.  Tipo Holocausto/Shoah: Participación del Estado e indiferencia de la población

La característica principal de este tipo se basa en que el Estado, su aparato y sus instituciones coordinan el exterminio masivo que es sistemático. La burocracia y otros recursos estatales se ponen a disposición de ciertas élites encargadas de perpetrar el genocidio, de tal forma que todas las instituciones y agencias estatales se vuelcan en el exterminio. La población no participa directamente, pero mantiene una «indiferencia moral» hacia la suerte de las víctimas (Geras, 1998). Una dinámica estatal similar también estuvo presente en el genocidio armenio (Melson, 1992).

3.2.  Tipo Jémeres Rojos o las cambiantes relaciones de poder

Es importante recalcar que la definición de la ONU pasa por alto la naturaleza del dominio ejercido, las distinciones del lugar ocupado por los distintos grupos en la escala del poder previo (como pudieran ser la relación de clases dominantes-dominadas y en qué esferas sociales, políticas, simbólicas y económicas ejercían su control). Ignorar las situaciones previas equivale a pasar por alto qué relaciones de poder se originan en el curso del propio proceso genocida: porque estos procesos genocidas, a menudo inmersos en guerras y revoluciones, cambian las relaciones sociales, económicas e incluso de género existentes antes, durante y después del período excepcional.

En este tipo, el genocidio está relacionado con la subida al poder de nuevas élites muy radicalizadas. Se podría argumentar que en el tipo anterior (Holocausto) también las SS o los Jóvenes Turcos habían tomado el poder, pero en Alemania o Turquía todavía se mantenía parte del aparato de poder anterior o como dirían historiadores como Mommsen (Mommsen, 1991) se trataba de organizaciones político-económicas multicéntricas.

Hay varios ejemplos clásicos del siglo XX, como pudieran ser la Holodomor o hambruna provocada en Ucrania en los años 30 por los stalinistas y que provocaría la muerte a varios millones de campesinos (kulaks). También Ruanda o Camboya partieron de grupos extremistas, que nada más tomar el poder utilizaron el aparato del Estado para asesinar en masa a las víctimas.

3.3.  Tipo Ruanda o el Genocidio perpetrado por los oprimidos

Además del papel del Estado que caracterizaba la Shoah y muchos otros genocidios, también es necesario analizar las formas de dominio existentes en la sociedad en la que se produce el genocidio. Por ejemplo, el especialista en el genocidio armenio Vahakn Dadrian (2008) y la socióloga Helen Fein (1984, 1997) han utilizado la expresión «genocidio retributivo» para referirse a las situaciones sociales —rebeliones, revoluciones o guerras civiles— en las que un grupo oprimido busca vengarse de sus opresores y acaba por recurrir a estrategias genocidas.

En estos casos, el grupo perpetrador se considera ideológicamente oprimido y en peligro de ser aniquilado. Al esgrimir esta racionalización resulta imprescindible distinguir dos planos analíticos: 1) Las características objetivas de la posición subordinada del grupo, a través del estudio de su historia, el dominio político y material, las medidas explícitas y estadísticas de discriminación, la desigualdad en el acceso a los recursos, a las finanzas, a la salud, a la educación, a la vivienda, a la representación política y otros índices como la violencia simbólica, la propaganda de odio, etc. 2) La complejidad de las enmarañadas relaciones locales: cómo interpretar el «poder» de las élites minoritarias que sostienen cierto dominio del que carecen la mayoría de las personas corrientes adscritas a esa identidad minoritaria. Por ejemplo, en el caso de Ruanda la propaganda sobre el poder del ejército Tutsi en Uganda, ¿qué conexión tenía con los Tutsis que vivían el día a día en Ruanda? ¿Cómo eran las relaciones locales entre Hutus y Tutsis? (Chrétin, 1985; Taylor, 1995).

Según Mandani (2001), en el caso de Ruanda, si solo se contempla el Estado (siguiendo el modelo de la Shoah) resultaría difícil entender lo ocurrido. Es innegable que el genocidio ruandés fue organizado por funcionarios del Estado, pero las matanzas, la «temporada de machetes», las llevaron a cabo las masas subalternas: «Cuando el análisis político presenta el genocidio exclusivamente como un proyecto de Estado e ignora su carácter subalterno y "popular", se tiende a reducir la violencia a una serie de estallidos sin sentido, ritualísticos y extraños como si se tratase de la revitalización de una crispación primordial». (Robins y Jones; Mamdani, 2001: 269). En el mismo sentido, Prunier (1995: 8) explica el reclutamiento de los más pobres, una especie de masa lumpen de Hutus, a los que se les dio barra libre para asesinar. El genocidio, tal y como se llevó a cabo en Ruanda solo fue posible mediante la participación activa en las matanzas de casi toda la población hutu: frente al caso paradigmático de la Shoah, no se exterminaba en lejanos campos de concentración, ni con una eficiencia burocrática y técnica que permitiese a las masas ignorar —formalmente— lo que estaba ocurriendo. Se ejecutaba con machetes, con un conocimiento cultural que sólo proporciona la vecindad cotidiana y con la participación comunal de aldeas enteras (Gourevitch, 1999; Des Forges, 1999).

La intervención de agentes que caracteriza a los «genocidios cometidos por los oprimidos» se entremezcla con dos situaciones que a veces ocultan las estrategias genocidas:


	
a)  Rebeliones y revueltas. Se establece una dinámica que parte de abajo, de los grupos oprimidos, casi como si se tratase de un «genocidio retributivo». En muchas rebeliones las atrocidades aparecen como forma de castigo-venganza por las acciones injustas que previamente han cometido los opresores (Wallimann y Dobkowski, 1987).

	
b)  Guerras civiles. En los nuevos estudios sobre genocidios se ha abierto el campo para incluir situaciones en las que el Estado carece del monopolio absoluto del uso de la fuerza, porque éste está contestado y disputado bélicamente. Bajo estas circunstancias, aunque las élites carecen del dominio supremo y absoluto, los subordinados no están indefensos. Esto ocurre en guerras civiles en las que ambos bandos pueden perpetrar matanzas destructivas (Shaw, 2003).



3.4.  Genocidios fuera de la definición de la Convención

Como hemos visto tanto Lemkin como la Convención establecen una frontera nítida entre qué es genocidio y qué no. Pero ese límite ha causado insatisfacciones tanto a investigadores como a quienes han sufrido persecuciones y masacres fuera del formalismo de la categoría.

La insatisfacción tiene dos síntomas: la proliferación del uso de la palabra genocidio como un recurso retórico para referirse a situaciones dudosas o que claramente no lo son y la construcción interminable de neologismos acabados en —cidios, tales como urbanicidio, genericidio, politicidio, clasicidio (Bloxham y Dirk Moses, 2013) a los que habría que añadir otros más consolidados para describir otras formas de violencia bajo nuevos marcos de referencia, como «limpieza étnica», que trataremos más adelante, democidio (parte de la estadística del número de muertos), etnocidio como genocidio cultural (casi acuñado también por Lemkin y muy utilizado por antropólogos para referirse al exterminio de pequeñas comunidades de los mal llamados «pueblos primitivos»), un vocablo admitido por muchas instituciones, entre ellas la UNESCO. Otros son de nuevo cuño, como genericidio, aplicado a situaciones históricas como la caza de brujas renacentista; feminicidio, usado tanto para referirse a los asesinatos de mujeres en Ciudad Juárez, como a las fallecidas por violencia de género. Politicidio, cuando los perseguidos son específicamente grupos o partidos políticos, como la matanza de acusados de ser comunistas en Indonesia en 1965. De hecho, a pesar de que la Convención lo pase por alto, eliminar rivales u opositores políticos está en la raíz de muchos genocidios; tanto en la Alemania nazi como en Ruanda la fase de terror comenzó encarcelando, torturando o asesinando a miembros de sindicatos, partidos, asociaciones y dirigentes de partidos rivales: los nazis llevaron a campos de concentración a comunistas, socialistas o sindicalistas; los Hutu mataron a oponentes moderados también Hutus.

Urbicidio designa la destrucción de la vida urbana, tanto física como en su dimensión cultural, que se produce en las guerras actuales. Clasicidio, paradójicamente poco significativo numéricamente en los sucesos revolucionarios, está presente en muchos episodios más o menos ligados a genocidios: Por ejemplo, la persecución de campesinos fue fundamental en las políticas de Stalin contra los kulaks y las hambrunas provocadas (se estima que en los años 30 perecieron en la URSS unos 10 millones de los campesinos considerados «enemigos del pueblo»). Las hambrunas provocadas por las políticas de Mao durante El Gran Salto hacia Adelante (1959-61) que acabaron con la vida de unos 30 millones de campesinos; a los que habría que añadir la persecución de las clases urbanas profesionales durante la Revolución Cultural. También los crímenes cometidos por los Jémeres Rojos (1975-79) podrían considerarse «clasicidios».

En todos los casos que acabamos de enumerar, independientemente del tipo de víctimas, no se trata de episodios aislados, sino de asesinatos y masacres conectadas con el ejercicio del terror que, a menudo, forman parte de estrategias políticas o bélicas englobadas en relaciones genocidas.

Tomando como punto de partida estos neologismos, la tipología sobre genocidios acabaría por ampliarse infinitamente. Pero, ¿sería relevante? Es innegable que todos estos —cidios confunden a la hora de analizar las distintas formas de ejercer la violencia contra las poblaciones civiles. Creo que, para investigar, sería mejor utilizar genocidio como genérico, ampliar su marco de referencias y transformar sus orígenes jurídicos, con los componentes intencionales, en un concepto socio-antropológico que desarrolle bien los distintos contextos, los componentes estructurales y las relaciones sociales, de tal modo que nos permita realizar análisis comparativos y construir nuevos modelos interpretativos.

3.5.  Los dos umbrales Shoah-Limpieza étnica

H. Arendt en las crónicas que escribiera para el New Yorker sobre el juicio de Eichman, recordaba cómo en los tiempos inmediatamente posteriores al exterminio nazi, para referirse al mismo se usaban expresiones como catástrofe, masacre o desgracia. Posteriormente, se popularizaría el uso de Holocausto, a pesar de que su significado —inmolación o sacrificio– resulta poco apropiado para referirse a un genocidio. Las críticas y la aceptación del término por diversos autores o cineastas como Lazman han llevado a sustituir Holocausto por el término hebreo Shoah que significa catástrofe.

Klemperer (2001) nos ha enseñado a no pasar por alto la dinámica de cambios en el significado de las palabras que utilizamos y cómo estos no son ajenos a las situaciones excepcionales que se sufren en experiencias extremas como las que él mismo vivió. Dado el contexto genocida en que escribió sus diarios, intercalados de apuntes sociolingüísticos, que darían lugar al libro Lingua Tertii Imperii, su lucidez cobra especial sentido, cuando al comparar genocidios, descubrimos los matices que introducen distintas expresiones y los cambios que nos deparan nuevos episodios. Por ejemplo, tras los crímenes, destrucción de comunidades y masacres ocurridas en la antigua Yugoeslavia se generalizó el uso del término «limpieza étnica» para denominar la forma en que un grupo buscaba controlar un territorio deshaciéndose de otros grupos competidores, ya fuse aniquilándolos o expulsándolos del territorio en disputa. (Mann, 2005)

¿A qué se debe la popularidad académica, a partir de los años 90, de la expresión «limpieza étnica» confirmada y seguida por muchos académicos después de que el investigador Michael Mann subtitulase su libro The Dark Side of Democracy (2005) «Explaining Ethnic Cleansing»?

Se trata, como sostiene Martin Shaw (2005), de que nos permite trazar una dicotomía de forma que cuando se sigue como patrón el Holocausto recurrimos al primer término y cuando el patrón es la —por otra parte confusa— noción de «limpieza étnica», podemos considerar un tipo distinto de violencia genocida o subgenocida. En cierto sentido «limpieza étnica» nos permite trazar una nueva tipología basada en un patrón máximo, la Shoah como sinónimo de genocidio y un patrón mínimo, limpieza étnica, en el que matar o expulsar es un medio para llevar a cabo un nuevo diseño étnico de la política. Según este modelo, el patrón máximo incluiría además de la Shoah, el caso Armenio y Ruanda, como ejemplos que comparten varios elementos, sobre todo el diseño de políticas cuyo fin es el exterminio, la eliminación física de los enemigos, aunque mantengan diferencias entre sí.

Evidentemente en las políticas nazis, encontramos como meta la formación de una nueva sociedad, en la que, como explica Bauman, hay que eliminar los elementos «sobrantes» mediante la poda y la cirugía (Bauman, 1989, Aly, 2014). Es indudable que «el judío» fue un enemigo constante para la ideología nacional-socialista. Pero las políticas genocidas contra ellos pueden contemplarse como un proceso que pasó por distintas fases y que afectó también a otros grupos distintos: entre los enemigos tenemos que contar en primer lugar a los discapacitados síquicos y físicos; pero también, a judíos, gitanos, oponentes políticos, homosexuales, élites de los países ocupados y un largo etcétera.

En la fase final, a partir de 1941 y los acuerdos de Wansee (Browning, 1992) podemos hablar de genocidio de los judíos o de los clasificados como tales, pero antes hubo numerosas fases, que si hoy consideramos parte de las políticas genocidas (eugenesia, expulsión, reclusión en guetos, la guerra como expansión étnica) es retrospectivamente. Según Shaw (2005: 40-45) clasificamos homogéneamente todos los años del período porque ahora sabemos lo que vino después, pero no es lícita la caracterización de todos los años como genocidio.

Por otra parte, se ha hecho tanto hincapié en el genocidio como destrucción física de la población, que se ha pasado por alto, además de las relaciones sociales, la dimensión espacial —territorial—: los nazis usaron varios proyectos —Madagascar, migración forzada, reclusión en guetos— para mover a la gente de origen judío de sus casas y de sus ciudades, «reasentándolos» en los campos del este, según iban conquistando nuevos territorios

Al comparar otros casos que consideramos parte del patrón máximo, vuelve a ocurrir algo parecido: si asimilamos todo el período a su fase final, distorsionamos la comparación porque restringimos toda la categoría a una generalización estrecha y retrospectiva.

¿En qué consiste el patrón mínimo, es decir, utilizar limpieza étnica en lugar de genocidio? El discurso subyacente tal y como se usa en la sociología actual proviene de aplicar a las personas las distinciones puro / impuro / contaminación que desarrollara la antropóloga Mary Douglas en su libro Pureza y Peligro (1973). Sin embargo, también tiene otra historia: comenzó a utilizarse por los soviéticos para describir el intento de las azaríes de expulsar, en los años ochenta del siglo pasado, a los armenios de la provincia de Nagorno-Karabah. La expresión llegó a Europa a través de los serbios que en las operaciones militares siempre la habían utilizado para describir la acción de «limpiar el territorio de enemigos», aunque semánticamente el término cist-clean equivale a «sin contaminación» (Shaw, 2005: 48-50).

El término era corriente en los Balcanes, aunque su uso por parte de los perpetradores de las matanzas en la antigua Yugoeslavia incorporaba tanto el significado de no contaminado, como el de dejar un territorio «limpio» de enemigos.

Contrastando ambos patrones, vemos que Holocausto aparece en el umbral de «genocidio extremo», mientras que limpieza étnica se situaría en el umbral de «genocidio reducido», aunque limpieza indique acciones coactivas contra los grupos a quienes se aplica y a pesar de los precedentes nazis, analizados por Bauman, de las políticas que sustentaban la búsqueda de «pureza racial» (contaminados por cánceres, virus, enfermedades, tendrían a mano la cirugía de extracción de tumores y enfermedades).

Desde el punto de vista metodológico, este modelo de patrón máximo y mínimo nos permite distinguir lo que hay en común y lo que es específico en cada caso para lograr la «comprensión acumulativa» a la que se refería Inga Clendinnen (1999). Como no es excluyente, se puede combinar con otras clasificaciones, porque permite incluir muchos otros casos empíricos que quedaban fuera de los análisis, como, por ejemplo, lo ocurrido en diversos países en la postguerra europea, las masacres de la partición india o los desalojos y reasentamientos palestinos tras la creación del Estado de Israel. Paradójicamente, las expulsiones que son una parte fundamental del patrón mínimo y sin las que tampoco se entendería el conflicto regional de los grandes Lagos ni la presencia de una diáspora Tutsi o Hutu en campos de refugiados y en otros países limítrofes, como Uganda, no se han analizado en los estudios de genocidios o no han ocupado el lugar preponderante que tienen como preludio —en muchos casos— y como medio de destrucción física, incluso antes de que se considera que el genocidio ruandés se ajustaba a los casos incluidos en el patrón mayor.

4.  Colonialismo y Genocidio

Al explicar los contextos en que se han producido la mayoría de los genocidios es raro el autor o autora que no mencione la existencia de guerras y revoluciones (Melson, 1992). Pero hay un elemento importantísimo que unas veces aparece silenciado y otras ni siquiera aparece: nos referimos tanto al colonialismo como a los distintos procesos de descolonización que se comenzaron a dar después de la II Guerra Mundial. (Cooper, 2005).

Además de presentar los procesos descolonizadores como un racimo de problemas relevante, nos interesa primero buscar las razones de los incomprensibles silencios de la Antropología, ciencia que, en la división del trabajo intelectual diseñada a finales del siglo XIX, se especializó en el estudio de las llamadas «sociedades primitivas», es decir, de aquellas sociedades que vivían y sufrían grandes transformaciones en el nuevo contexto originado por la expansión europea. Esta doble coincidencia —especialización antropológica en los «primitivos» y explotación europea de unos recursos que, según la representación ideológica de los colonizadores, los «primitivos» por el hecho de serlo y por pertenecer a «razas inferiores» eran incapaces de explotar por sí mismos—, marcaría los primeros pasos intelectuales de la nueva ciencia.

La idea de progreso que acompañaba los paradigmas evolucionistas o difusionistas les impediría comprender a los primeros antropólogos que la diversidad de las culturas forma parte de un proceso dinámico: como explicaría años más tarde el antropólogo Eric Wolf (1995), las culturas se construyen, se deconstruyen y se reconstruyen mediante una amplia y variada gama de respuestas a las cambiantes situaciones a las que se enfrentan.

La expansión europea, iniciada cuando los conquistadores ibéricos en América crearon una estructura colonial basada en el pago de tributos y la conversión religiosa, se acompañó de la reestructuración de distintos grupos étnicos que crearon nuevas formas culturales en medio de las grandes pérdidas de vidas causadas por la conquista, la explotación y las epidemias.

Poco después, en las colonias anglo-holandesas y francesas de lo que hoy es Canadá y Estados Unidos, el comercio de pieles entre colonos y amerindios dio lugar a un cambio profundo en la mayoría de los pueblos nativos, a la creación de nuevas «tribus» y a la apropiación posterior, por parte de los colonos, de sus territorios, que se acompañó de la destrucción de sus modos de vida y de su confinamiento en reservas.

La presencia de puestos comerciales de portugueses, holandeses e ingleses en la costa africana contó con la participación en los intercambios de élites africanas. Esta es una de las razones que explican la organización local de pequeñas guerras e incursiones para obtener cautivos que intercambiaban a los tratantes de esclavos por bienes como pólvora, mosquetes o incluso conchas de cauri. Así se fomentó el comercio a larga distancia y el surgimiento de nuevas instituciones políticas (cacicatos y Estados) en el África Occidental: «En este proceso las sociedades y culturas de todos estos pueblos experimentaron cambios profundos. Los cambios afectaron no solo a los pueblos considerados portadores de la historia "real", sino que han transformado también a las poblaciones que los antropólogos han llamado "primitivas" y que por lo común han estudiado como sobrevivientes prístinos de un pasado intemporal. Su historia también está formada por los procesos mundiales que la expansión europea puso en marcha» (Wolf, 1995: 465)

Por tanto, hablamos de unos pueblos a los que las distintas oleadas europeas de expansión, asentamiento y explotación económica, habían sometido y privado de sus recursos culturales, económicos, políticos y sociales previos. Muchos de ellos responderían a las nuevas condiciones con migraciones, guerras y el reagrupamiento en nuevas entidades políticas.

La compleja interconexión entre la multiplicidad de procesos desencadenados le haría concluir a Wolf que «la mayoría de las sociedades estudiadas por los antropólogos son resultado de la expansión de Europa y no el desarrollo independiente de unas etapas evolutivas pasadas» (Wolf, 1995).

Durante el siglo XIX, en muchos lugares bajo el dominio indirecto británico se había reorganizado el sistema político local mediante la creación de jefaturas presididas por una nueva elite de jefes nombrados por los administradores coloniales, a quienes rendían cuentas y les proporcionaban su cooperación en la recaudación de tributos; en renunciar a los derechos comunales sobre minas, tierras productivas y otros recursos o en convertir el trabajo de los nativos en una fuerza laboral mercantilizada que hiciese viables las explotaciones de colonos y compañías. Como resumiera la situación el antropólogo M. Mandani, desde el punto de vista de la jurisdicción, en el África colonial se distinguía entre nativos y no nativos: los primeros tenían que vivir según la «costumbre», los segundos según los derechos que les otorgaba la ley. (Mandani, 2001). Pero, como señala Mandani, la propia administración colonial y su gobierno indirecto, inventó o recreó «las costumbres tribales» que se convertirían en la regulación política que se aplicaba a los africanos nativos y cuya influencia se puede rastrear en las disputas y conflictos étnicos africanos del presente. Detrás de muchas matanzas y violencia comunal, se encuentra la oscura sombra de las imposiciones coloniales.

El colonialismo, como estamos viendo, no es un fenómeno genérico que pueda describirse de manera homogénea y descontextualizada. Así, por ejemplo, en otros lugares colonizados, cuyo medio ambiente era parecido y permitía desarrollar cultivos y una ganadería similar a la europea, como ocurría en Sudáfrica, en varias partes costeras de Estados Unidos, en Nueva Zelanda o en Australia, la estrategia y las metas que buscaban los colonos era muy diferente de la utilizada en África. En estos casos, denominados por Mann «imperialismo ecológico» (Mann, 2009: 89-133) se libraron guerras contra la población nativa a la que se privó y desalojó de su forma de vida y de sus recursos para finalmente recluirlos en reservas. Con las tierras libres de nativos, los colonos se asentaron en los territorios que, en términos del patrón mínimo, habían sometido a una limpieza étnica que les había permitido crear una red de pueblos y ciudades semejantes a las que habían dejado atrás en el Viejo Continente (Mann, 2009).

5.  El «como si nada pasase» antropológico

Se suele decir que la Antropología es hija del colonialismo: las investigaciones de los antropólogos no lo niegan, pero la colonización era un proceso que les resultaba ajeno. Poco aparecen en sus monografías las guerras, epidemias, migraciones y masacres que casi siempre acompañaron los asentamientos coloniales. La actitud casi de conservación de museo que encontramos en las primeras obras, buscaban representar a un «salvaje» o «primitivo» sin contacto con los europeos, como si no hubiese misioneros, colonos que restringían su acceso a los recursos o administradores que les reclutaban para el trabajo asalariado que hasta entonces desconocían. Como decía Wolf, lo que estaba ocurriendo formaba parte de un proceso múltiple e interrelacionado que afectaba tanto a los pueblos «primitivos» como a los «civilizados», aunque fuese evidente la desigualdad y el dominio establecidos.

Es cierto que las primeras investigaciones de los antropólogos victorianos, los llamados antropólogos de sillón, se desarrollaban en sus gabinetes metropolitanos, analizando a miles de kilómetros las respuestas que daban a sus cuestionarios los misioneros, comerciantes y administradores coloniales. Esta primera época de curiosidades y afán conservacionista es coetánea de la terrible frase que pronuncia un enloquecido Kurtz en El Corazón de las Tinieblas: «exterminad a todos los salvajes».

Durante los años de la Gran Guerra cambiaría la forma de realizar las investigaciones; tras la innovación metodológica inaugurada por Malinowski en las Trobriand, realizar un largo trabajo de campo sería el rito de paso iniciático para entrar en la profesión.

El cambio se debió un poco al azar. Malinowski, vinculado a las universidades británicas, realizaba una expedición científica cuando estalló la I Guerra Mundial. Al ser de nacionalidad polaco, le desembarcaron en las Islas Trobriand, donde pasaría toda la guerra con los isleños. El conocimiento del idioma, el descubrimiento de instituciones tan complejas como el Kula y la amistad que mantuvo con sus anfitriones hizo cambiar para siempre la forma de recopilar datos etnográficos. No queremos insinuar que los antropólogos —que tenían relaciones muy complejas con las autoridades coloniales— (Goody, 1995), suscribieran la frase de Conrad, pero sí destacar que a pesar de que para obtener sus datos vivían entre los pueblos colonizados y hablaban su lengua, mantenían la ficción de que estudiaban pueblos «no contaminados» por los occidentales, en un «como si» a gran escala (Leach, 1987): como si los misioneros no llevaran más años en el campo que los etnógrafos; como si la reorganización colonial de las «tribus» no afectase a los pueblos, como si el tráfico de esclavos de los siglos previos no hubiese afectado a toda la vida local, como si no existiese ninguna explotación de los recursos ni del trabajo o como si las masacres de los empleados del Rey Leopoldo —por destacar un ejemplo conocido— no hubiesen iniciado un auténtico régimen de terror (Taussig, 1984).

A pesar de todo lo que llevamos dicho, la literatura antropológica ha tardado mucho tiempo en recoger libros o artículos dedicados al análisis de los genocidios. Son muy completas, aunque tardías, las recopilaciones de artículos editadas por N. Scheper-Hughes y Ph. Bourgois (2004) y las dos de Hinton (2001, 2002).

De todas formas, resulta difícil entender el silencio de la disciplina, no solo en sus orígenes, sino a lo largo de casi todo el siglo XX. Hay que tener en cuenta que, aunque no lo buscasen, los antropólogos han hecho más trabajo de campo en los lugares donde se producían masacres, etnocidios y genocidios —y con las gentes que los habían padecido— que otros científicos sociales. Por poner un ejemplo elocuente, el célebre antropólogo C. Geertz realizó su investigación de campo en Indonesia en la misma época en que tuvo lugar el genocidio de 1965. El silencio en sus monografías sobre los cientos de miles de comunistas —o acusados de ser comunistas— indonesios asesinados, contrasta con la descripción densa que hace de las peleas de gallos.

El cuadro en que Hitchcock, Totten y otros (2002) sintetizaran la suerte de muchos pueblos estudiados por antropólogos ilustra perfectamente a qué tipo de omisiones nos estamos refiriendo:








	Genocidios de pueblos indígenas en el siglo XX, distribuidos por continentes


	Pueblo
	Estado
	Fecha




	ÁFRICA


	Barabaig
	Tanzania
	1990-92



	Bubi
	Guinea ecuatorial
	1969-79



	Bosquimano
	Angola
	1980-88



	Dinka,Nuer, Nuba
	Sudán
	1991-93



	Herero
	Namibia
	1904-07



	Hutu
	Burundi
	1972, 1988



	Isaak
	Somalia
	1988-89



	Karimojong
	Uganda
	1979-86



	Tuareg
	Mali, Níger
	1988-90



	Tutsi
	Ruanda
	1994



	Tyua
	Zimbabwe
	1982-83


	AMÉRICA


	Aché
	Paraguay
	1966-76



	Arara
	Brasil
	1992



	Cuiva
	Colombia
	1967-71



	Indios
	EEUU, Canadá
	1900-



	Indios
	El Salvador
	1980-82



	Mapuche
	Chile
	1986



	Maya
	Guatemala
	1964-94



	Misquito
	Nicaragua
	1981-86



	Nambiquara
	Brasil
	1986-87



	Nunak
	Colombia
	1991



	Paez
	Colombia
	1991



	Pai Tavytere
	Paraguay
	1990-91



	Ticuna
	Brasil
	1988



	Waorani
	Ecuador
	1986-92



	Yanomami
	Brasil
	1988-89, 1993


	ASIA


	Agta
	Filipinas
	1988



	Atta
	Filipinas
	1987



	Auyu
	Papua Occ., Indonesia
	1989



	Cham
	Campuchea (Camboya)
	1975-79



	Dani
	Papua, Nueva Guinea
	1988



	Higaonan
	Filipinas
	1988



	H’mong
	Laos
	1979-86



	Kurdo
	Irak
	1988, 1991



	Nasioi
	Papua, Nueva Guinea
	1990-91



	Penan
	Sarawak, Malaisia
	1986-89



	Tamil
	Sri Lanka
	1983-86



	Población tribal
	Bangladesh
	1979-


	Fuente: Este cuadro reproduce básicamente la información de Robert Hitchcock and Tara Twedt (1997: 383), complementada con la de Samuel Totten, William Parsons and Robert Hitchcock (2002: 67)




Hay quienes entre los antropólogos (Hinton, 2002) quieren encontrar una respuesta al silencio en la historia interna de la antropología, sobre todo en las implicaciones morales de ciertas formulaciones del relativismo cultural: «Las perspectivas relativistas tienen graves dificultades para responder —y no hablemos de condenar— las atrocidades cometidas durante los genocidios y otras formas de violencia política (…), porque ¿cómo se pueden condenar estos actos horribles, perpetrados en términos de series de moralidades alternativas si juzgarlos como "horribles" puede ser etnocéntrico y ajeno al relativismo cultural?» (Hinton, 2002:12).

Ahora bien, hay otras ciencias sociales que no consideraron nunca que el relativismo cultural fuese un componente distintivo de sus disciplinas y que tampoco han estudiado los genocidios hasta los años ochenta y noventa del pasado siglo. La lista de silencios que han sacado a la luz académicos tan diversos como Baumann (1987), Chalk y Jonassohn (1990) o Helen Fein (1993) ha supuesto un punto de inflexión que debemos reconocer y agradecerles: «cuando en 1979 comenzamos nuestro trabajo sobre el genocidio, podíamos contar con los dedos de la mano el número de académicos que habían analizado comparativamente el genocidio» (1990: 8). ¿A qué se deben las páginas en blanco? La respuesta no es sencilla, pero comencemos por reconocer que los genocidios y etnocidios también tienen su historia, llena de altibajos, silencios y olvidos: los genocidios representan un campo de conflicto moral, político, social y cultural en el que las diversas interpretaciones dan lugar a disputas, no solo sobre los significados y las correlaciones que legítimamente se pueden establecer entre los sucesos mismos y las actuaciones de víctimas, perpetradores y quienes asistieron como espectadores silenciosos, sino también sobre cuestiones de difícil solución, como pudiera ser la capacidad de los tribunales de justicia de resolver el problema inconmensurable de la retribución a las víctimas tras las grandes matanzas (Steven y Jason, 2001).

Hoy tenemos constancia de genocidios ocurridos en pequeños y exóticos pueblos o en lejanas sociedades africanas y asiáticas hasta hace poco tiempo parte de las colonias de distintos países europeos; pero también somos conscientes de que el prototipo de todos los genocidios, según el patrón máximo, ocurrió en Alemania y afectó a ciudadanos de todos los países de la civilizada Europa.

No se trata de que los científicos sociales fuesen negacionistas o llevasen anteojeras, sino que tendrían que pasar muchos años del siglo XX para que se constatase que los casos de genocidio o etnocidio no parecían ser tan excepcionales como en un principio se había pensado. Había habido una recurrencia a presentarlos vinculados a las guerras o a ciertos procesos vagamente relacionados con ellas. Hemos creado un vacío en torno a nosotros mismos como parte de antiguos países colonizadores. Por ejemplo, un tema poco explorado todavía es el de los vínculos entre las innovaciones represivas en las guerras libradas en los territorios coloniales «rebeldes» y su correspondencia con políticas similares en las metrópolis (Shaw, 2003).

Sabemos que los campos de concentración y muchos de los genocidios y procesos de limpieza étnica en Europa, tuvieron raíces en los proyectos coloniales. Por seguir un orden cronológico, recordemos que, durante la guerra de Cuba, el general español V. Weyler «reconcentró» a la población civil en unos campos cercados por espinos o que, en el genocidio de los Hereros, el propio padre del dirigente nazi Göring había tenido una participación destacada. Así es importante que no olvidemos que todo el diseño de las políticas del «espacio vital» de los nazis estaban basadas en que una nación como Alemania, que, tras su derrota en la I Guerra Mundial, había sido «despojada» de sus posesiones coloniales por los países vencedores, ansiaba conquistar territorios en el este europeo para colonizarlos. La jerarquía racial que acompañaba esta nueva colonización, aunque esta vez fuese en la Europa del Este, estaba en consonancia con la aplicada a los pueblos colonizados en la expansión europea del XIX.

De hecho, la dinámica nazi podría considerarse una especie de viaje de ida y vuelta de ciertas tácticas y técnicas represivas practicadas en las colonias que podían emplearse también en el continente europeo.

Los ejemplos abundan; así, el antropólogo Gustau Nerín, en su libro La Guerra que vino de África: España colonizada (2005) sostiene que en España el ejército golpista de 1936 estaba constituido por un nutrido grupo de militares africanistas —Existía incluso un batallón, «la guardia mora» constituido por combatientes rifeños—, que siguieron en España las mismas estrategias, el mismo régimen de terror y represión que estos mismos militares ya habían practicado en las distintas guerras de Marruecos y en particular en la guerra del Rif.

Volviendo a los, más que países, continentes colonizados, tardaría mucho tiempo en establecerse el nexo entre los genocidios y etnocidios con la invasión de poderes extranjeros, la explotación de los recursos o un sinfín de otros procesos relacionados con el colonialismo.

Tampoco se ha explorado lo suficiente la persistencia de la ideología de los «primitivos» privados de derechos por ser incapaces y un impedimento para explotar la riqueza existente en sus territorios que persiste en gobiernos nacionales y sus élites que favorecen a las grandes compañías multinacionales frente a sus poblaciones nativas: el Amazonas y el Kalahari nos recuerdan que son las políticas contra los pueblos las que nos llevan a estudiar qué hay detrás de la expulsión y aniquilación de los pueblos.

El descontento de la modernidad en las antiguas colonias va acompañado de la permisividad con que se lleva a cabo la destrucción cultural de otros pueblos (Comaroff y Comaroff, 1993). Todas las páginas anteriores están llenas de estudios de caso procedentes de antiguas colonias, tanto cuando buscaron su independencia, como en conflictos actuales que hunden sus raíces en el tipo de políticas e ideologías desarrolladas durante el dominio. ¿Cómo podríamos separar el genocidio ruandés de la siempre presente herencia colonial? ¿Por qué son persistentes ciertas formas de ejercer la violencia? (Moreno Feliu, 2014, Mandani, 2001, Prunier, 1995).

6.  Cuerpos, sexualidad y violencia

Durante el genocidio que tuvo lugar en Ruanda en 1994 hubo un aspecto que pasó casi inadvertido en Occidente, pero que podemos definir como una reelaboración de las representaciones simbólicas de las relaciones Tutsi-Hutu-Twa que reforzaban la ideología racial de la época colonial. Así, si los Tutsi habían sido para los primeros misioneros y administradores belgas un pueblo «racialmente» nilótico, se convirtieron para los Hutu en un pueblo extranjero que se había asentado en Ruanda y que mediante la conquista militar les habían dominado y empobrecido.

Este relato que asumía como ciertas las clasificaciones raciales de los colonizadores europeos tuvo consecuencias durante el genocidio: los Hutu arrojaban los cadáveres de sus víctimas Tutsi al río Nyarabongo, afluente del Nilo, ya que dado su origen nilótico, sería la forma de que regresaran a sus orígenes egipcios y nubios.

Este simbolismo —como en tantos otros genocidios– también se manifestaba en el maltrato al cuerpo de los enemigos. No bastaba con matar, había que deshumanizar a las víctimas: los cuerpos se decapitaban, con los machetes se cortaban brazos, piernas y genitales: ¿era un intento de reducir la talla de los Tutsis? En la construcción racializada de los pueblos que habitaban la colonia, los belgas habían considerado la estatura una de las características que les diferenciaba de los Hutu y uno más de los atributos de superioridad que convertía la belleza de los Tutsi en «europeos negros».

La obsesión con la estatura llevaba a que a las víctimas que quedaban malheridas, les cortasen el tendón de Aquiles para reducir su tamaño y obligarles a desplazarse arrastrándose como «cucarachas» (Des Forges, 1999, Taylor, 1999, Gourevitch, 1999).

Las mujeres Tutsi que arrastraban una peligrosa leyenda colonial y postcolonial de belleza, acabarían por representar para muchas mujeres Hutu una especie de «elite» erótica. Muchas mujeres Tutsi fueron mutiladas ritualmente, con la participación activa de mujeres Hutu, en los secuestros, violaciones, torturas y asesinatos, como si fuese una especie de «revancha de género o de clase».

Veamos otro ejemplo de cómo se deshumaniza a las víctimas ligando ciertas formas de violencia contra los cuerpos y relaciones genocidas. La revuelta Mau (Kenia colonial, 1952-1959) se ha analizado como una rebelión campesina, como un movimiento nacionalista anticolonial, como una guerra civil entre los Kikuyu corrientes e independentistas y la elite de los jefes que se beneficiaba de la situación colonial o como una frontera ideológica entre la «civilización europea» —una civilización que encerraría a los Kikuyu entre alambradas— y «el salvajismo africano» —con sus ceremonias de circuncisión y juramentos de lealtad—.

A partir de nuevos datos etnográficos, históricos y judiciales (Anderson, 2005, Elkins, 2005, Moreno Feliu, 2014) cada vez más académicos relacionan el régimen de terror impuesto por el Estado de Excepción (castigo de civiles, violencia ejercida contra sus cuerpos, creación de campos de concentración y reclusión entre alambradas a quienes se mantenían en los poblados) con la utilización colonial de estrategias genocidas.

En los años del Mau Mau, en la Kenia todavía colonial (Moreno Feliu, 2014) las mujeres Kikuyu se incorporaron a una lucha que había comenzado como una revuelta de agricultores contra los colonos que acaparaban las tierras más productivas. Esta participación tendría como consecuencia una reestructuración de las relaciones de género, debida, entre otros motivos, a su presencia activa en los juramentos rituales de lealtad, en el aprovisionamiento desde las aldeas a los rebeldes e incluso en su incorporación a la guerrilla en la selva. Como consecuencia de estos cambios, las mujeres fueron víctimas destacadas, tanto las que eran prisioneras en los campos, como las que sufrieron violaciones y torturas en las aldeas alambradas.

Como ocurre en muchos otros regímenes de terror, gran parte de la represión en los distintos campos de internamiento puede inscribirse en un proceso conducente a deshumanizar a las víctimas, de forma que los verdugos dejen de considerar que comparten con ellas la humanidad. (Moreno Feliu, 2010: 78-79).

En el caso de Kenia el modelo ideológico colonial mostraba a los acusados del Mau Mau como exponentes del «salvajismo africano». Pero, volvemos a encontrarnos una forma de humillación recurrente en el proceso de deshumanizar al enemigo: la violencia sexual que se manifestaba en diversas violaciones del cuerpo de los prisioneros, tanto hombres como mujeres.

La antropóloga Veena Das al analizar las masacres y violaciones ocurridas durante la partición de la India y Pakistán (1947), consideró que la conocida formulación del «contrato social», se completaba con un «contrato sexual» daría sentido a los acuerdos y divisiones de género en el ámbito doméstico (Das, 2008). Al igual que en las situaciones genocidas se rompen los acuerdos políticos explícitos del contrato social, también se rompen las relaciones imperantes en el «contrato sexual» vinculado a los acuerdos domésticos y de parentesco. Siguiendo la tesis de Das podemos buscar explicaciones a cómo el «contrato social» y el «contrato sexual», que en las épocas de paz señalan su presencia en el ámbito político y en el doméstico respectivamente, pierden su vigencia en unos conflictos en los que cualquier noción de consenso se convierte en irrelevante, mientras que quienes ejercen un poder absoluto sobre sus víctimas terminan por sexualizar su dominio.

Antropólogos como Joan Frigolé (2003) ya habían señalado que una de las características de los genocidios —impedir la reproducción— adapta múltiples formas: «matanza indiscriminada de hombres y mujeres, de niños e incluso de no nacidos; agresiones a los órganos de reproducción masculinos y femeninos; violaciones de mujeres; escarnio de la procreación; separación forzada y robo de niños; mortalidad elevada a causa de la precariedad impuesta por el agresor, etc.» (Frigolé, 2003). Pero, Das introduce un matiz importante: no se trata solo de impedir la reproducción, sino de destruir el orden doméstico que daba sentido a las relaciones de género. Por ello, Das (2008:291) sostiene que, en muchos casos de genocidio, las violaciones de las mujeres tienen un mensaje para los hombres de su familia: la de producir hijos bastardos como una ofensa contra quienes tienen los derechos legales sobre la descendencia y como una forma de destruir los vínculos domésticos que regían el contrato sexual en tiempos de paz: «Las violaciones en grupo de las mujeres, la violencia reproductiva que asume las formas de embarazos forzosos o la obligación de matrimonios forzados que están presentes en los proyectos de limpieza étnica y de genocidio son diferentes formas de aniquilar completamente al otro como comunidad colectiva».

Sabemos que en las diversas reclamaciones judiciales que actualmente han entablado varios grupos de supervivientes Kikuyu, la palabra genocidio se empieza a escuchar, en diversas salas de justicia (Moreno Feliu, 2014). Hay un testimonio que hace que la tesis de Das cobre pleno sentido. Elkins, autora de una de las grandes monografías sobre la guerra del Mau Mau, entrevistó a la entonces joven Margaret. En su relato cuenta el tipo de torturas que sufrió durante un interrogatorio a manos de un colono blanco a quien los Kikuyu llamaban Karoki (aquel que llega al amanecer):

«Me preguntó el número de juramentos que había realizado, donde estaba mi esposo, a donde habían ido mis hermanastros [estaban en la selva]. Desnuda, me azotaron horriblemente, sin importarles que acababa de parir, mi bebé tuvo suerte de que no le mataran como al resto. (…) Aparte de golpearnos, a las mujeres nos metían hojas y flores de banano por la vagina y el recto y nos retorcían los pechos con alicates; después de eso una mujer confesaría cualquier cosa para evitar el dolor (…) a los hombres les retorcían los testículos con los alicates para que confesaran. Después de que me hicieran tales cosas, les dije todo. Sobreviví a la tortura, pero todavía hoy siento el dolor en mi cuerpo» (Elkins, 2005: 68).

La violencia sexual llegó a dominar todo el proceso represivo durante los diez años del estado de excepción, de forma que pareciera que si en la paz «el contrato sexual» se restringe al ámbito doméstico, en la guerra Mau Mau el poder absoluto ejercido por la administración británica, los colonos y sus socios Kikuyu —que daban a la guerra la impresión de ser también civil— transformó el antiguo contrato sexual en una sexualización de la violencia a la que sometieron a la población civil, en esta silenciada represión colonial que convirtió el país en un inmenso campo de concentración.
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8.  Websites sobre genocidios

• The Genocide Research Project, University of Memphis and Penn State University

http://www.people.memphis.edu/~genocide

• Institute for the Study of Genocide

http://www.isg-ags.org

• Montreal Institute for Genocide and Human Rights Studies

http://www.migs.org

• Web Genocide Documentation Centre

http://www.ess.uwe.ac.uk/genocide.htm

• The Center for Holocaust and Genocide Studies, University of Minnesota

http://chgs.hispeed.com

• Australian Institute for Holocaust and Genocide Studies, Shalom College

http://www.aihgs.com/

• Yale Genocide Studies Program/Fortunoff

http://www.yale.edu/gsp/

• Danish Center for Holocaust and Genocide Studies

http://www.dchf.dk/

• Center for the Study of the Holocaust, Genocide, and Human Rights

http://www.webster.edu/~woolflm/cshghr.html

• United States Holocaust Memorial Museum

http://www.ushmm.org

• The Genocide Factor

http://www.genocidefactor.com

• Center for Holocaust, Genocide, end Peace studies, University of Nevada, Reno

http://www.unr.edu/chgps/blank.htm

• Fortunoff Video Archive for Holocaust Testimonies

http://www.library.yale.edu/testimonies/index.html

• Cultural Survival

http://www.cs.org

• Minorities at Risk Project, University of Mariland

http://www.bsos.umd.edu:80/cidcm/mar/

• Genocide Watch

http://www.genocidewatch.com

• Prevent Genocide

http://www.preventgenocide.org

• Rome Statute of the International Criminal Court

http://www.un.org/law/icc/index.html

• Campaign to End Genocide

http://www.endgenocide.org
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